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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 084/2021/3
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

SECRETARIA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO Y OTRA AUTORIDAD
MAGISTRADO:

LIC. JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, tres de marzo de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 084/2021/3; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el dieciocho de febrero de dos mil veintiuno, **********, compareció en su carácter de representante legal de la moral **********, a demandar a las autoridades y respecto del acto que enseguida se precisa:

“II. AUTORIDADES DEMANDADAS.- SECRETARIA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, (...) funcionario emisor del acto, de nombre MÓNICA LETICIA MENDOZA TORRES, como ENCARGADA DE LA UNIDAD DE SERVICIOS DE SEGURIDAD PRIVADA DE LA SECRETARIA DE SEGURIDAD PÚBLICA...”
“IV. RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA.- El rechazo a la solicitud de autorización de la licencia de funcionamiento inicial para prestar servicios de Seguridad Privada dentro del estado de San Luis Potosí, acto emitido en el oficio No. SSP/USSP/0104/2021, por parte de la Unidad de Servicios de Seguridad Privada de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado.” 
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El ocho de marzo de dos mil veintiuno se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 13:00 trece horas del nueve de diciembre de dos mil veintiuno, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio,  con la asistencia del apoderado legal de la moral actora sin que acudiera delegado alguno de las enjuiciadas. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se dio cuenta con los formulados por el delegado de las autoridades como por el presentado por el accionante, los que se ordenaron agregar a los autos para que obrara como legalmente correspondiera; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º, fracción I, 9º, fracción III, 24, 28, facción I, 35, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; ello, en razón de que se trata de un juicio de nulidad que se promueve contra un acto es atribuible a una autoridad estatal que tiene su residencia dentro del ámbito territorial donde esta Sala ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Esta Sala procede a determinar la certeza del acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.
Así las cosas de la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la actora es:
“IV. RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA.- El rechazo a la solicitud de autorización de la licencia de funcionamiento inicial para prestar servicios de Seguridad Privada dentro del estado de San Luis Potosí, acto emitido en el oficio No. SSP/USSP/0104/2021, por parte de la Unidad de Servicios de Seguridad Privada de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado.”
De la transcripción se obtiene que el acto impugnado se constriñe a la determinación de veintisiete de enero de dos mil veintiuno, contenida en el oficio SSP/USSP/0104/2021 por el que la Encargada de la Unidad de Servicios de Seguridad Privada de la Secretaría de Seguridad Pública rechaza la solicitud de autorización de la licencia de funcionamiento inicial peticionada por la aquí actora, acto que se tiene por acreditado con el documento que fue exhibido en copia fotostática simple visible en foja 22 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en la medida que la enjuiciada aportó copia certificada del mismo, según documental visible a foja 111 de autos, de lo que se obtiene la certeza del acto impugnado.

Bajo esa óptica, la litis en el presente juicio consistirá en dilucidad la legalidad o ilegalidad del dicho oficio, conforme a los argumentos de impugnación vertidos por la moral quejosa.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación
	Notificación surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	27 de enero de 2021
	28 de enero de 2021
	29 de enero de 2021
	02 de febrero al 16 de marzo de 2021

	18  de febrero de 2021


CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En ese tenor, resalta que la actora acreditó su interés jurídico en los términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con el oficio SSP/USSP/0104/2021 emitido por la Encargada de la Unidad de Servicios de Seguridad Privada de la Secretaría de Seguridad Pública, valorado con anterioridad; documento que se destina a la moral aquí actora, lo que de suyo conlleva el hecho de que cuenta con interés jurídico para demandar en el presente juicio, al ser destinatario del acto impugnado.
Aunado a lo anterior, se destaca que quien compareció con la representación de la moral actora, justificó su personalidad en términos de lo previsto por el segundo párrafo del artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento visible de la foja 25 a 37 de autos, de ahí que la impugnación se promovió por parte legitima.  
En otro orden, quien compareció con la representación de las autoridades justificó su personalidad conforme al documento relativo al nombramiento correspondiente, el que consta a fojas 82 del presente sumario, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, se desprende que las demandadas invocan como causa de sobreseimiento la prevista en la fracción V del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, argumentando en lo medular, que el acto impugnado satisface los requisitos previstos por los artículos 164 y 165 del indicado Código Procesal Administrativo, por lo que el acto no contraviene ninguno de los elementos y/o requisitos del régimen jurídico de los actos administrativos.

Al respecto, en torno a los argumentos planteados por las enjuiciadas debe decirse que al no constituir propiamente argumentos que informen causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.

Del examen general practicado al sumario, no se advierte causal alguna que esta Sala deba hacer valer de oficio, por lo que procede el análisis de los conceptos de impugnación.
SEXTO.- Conceptos de impugnación. El concepto de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, es visible a fojas 03 a la 09 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SÉPTIMO.- Estudio. Uno de los conceptos de impugnación hechos valer por la inconforme resulta esencialmente fundado y suficiente para conceder la anulación del acto controvertido.

A. Problema jurídico

En el segundo de los motivos de disenso la accionante aduce que el acto impugnado no se encuentra fundado y motivado, además que existe duda en cuanto a que la persona que firma el desechamiento de la solicitud esté legalmente facultada para ello, pues solo dice la “Encargada de la Unidad de Servicios de Seguridad Privada...”, sin que exista certeza jurídica de que el servidor público que firma el desechamiento esté facultado para estos efectos dentro del ordenamiento jurídico aplicable, ya que dentro del organigrama de la Secretaría de Seguridad Pública existen direcciones, mas no encargados de despacho. 
En atención a lo anterior, la premisa fáctica a dilucidar consiste en analizar la cuestión ¿el acto impugnado se encuentra fundado? ¿La autoridad que emitió el acto tiene competencia para ello?

B. Decisión.

A juicio del Titular de esta Tercera Sala Unitaria, quien en acatamiento a lo señalado por el artículo 250 penúltimo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, advierte que conforme al agravio sintetizado, se desprende que el documento impugnado adolece de la debida fundamentación de la competencia de la autoridad emisora, resultando con ello se declare su nulidad.

En principio, es necesario establecer que del numeral citado en el párrafo precedente, se deduce el imperativo de analizar -inclusive de oficio- la competencia de la autoridad emisora del acto de molestia, obligación que si bien implica el estudio de la competencia de la autoridad, también encierra que se analice si el acto impugnado contiene el fundamento debido de la competencia de la autoridad que emite el acto de autoridad.  

La anterior facultad-obligación, se obtiene del siguiente criterio jurisprudencial:
“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.

(Énfasis nuestro)
Ahora bien, como premisa mayor debemos considerar que la Constitución General del País establece, que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello.
 

Esto es así porque, en un sentido jurídico general, la competencia es la aptitud o potestad asignada legalmente a un órgano de autoridad para actuar con plena validez en determinado sentido, es decir, el conjunto de facultades otorgadas por la ley a las autoridades para que su actuación se vea comprendida dentro de esa esfera de atribuciones, aspecto que encuentra su fundamento en el invocado artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión, que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida y con anterioridad al hecho que generó el acto autoritario.

En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.

En esta tesitura, se infiere que mencionar el ordenamiento jurídico y la disposición legal que le conceda atribuciones a la autoridad para emitir un acto de molestia tiene, en realidad, un solo objetivo, que consiste en brindar certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, pues de esta forma el particular tiene conocimiento de los datos indispensables para la defensa de sus intereses; ya que de lo contrario, es decir, de eximir a la autoridad del deber de fundar con precisión su competencia, se privaría al afectado de un elemento que pudiera resultar esencial para impugnarla adecuadamente, cuando lo considere conveniente, al desconocer la norma legal que faculta a la autoridad a emitir el acto de molestia que afecta su esfera jurídica y, en su caso, de controvertir la actuación de aquélla cuando estime que ésta no se ajusta al ordenamiento jurídico que le otorga atribuciones para ello o cuando la disposición jurídica pudiere encontrarse en contradicción con la Constitución Federal.

Por tanto, la formalidad de fundar en el acto de autoridad la competencia de la autoridad que lo suscribe, constituye un requisito esencial del mismo, toda vez que la eficacia o validez de dicho acto dependerá de que haya sido realizado por el órgano de la administración, de que se trate, dentro del respectivo ámbito de sus atribuciones, regidas por una norma legal que le autorice ejecutarlas.

Así, al ser la competencia del órgano administrativo el conjunto de atribuciones o facultades que les incumben a cada uno de ellos, las cuales se encuentran establecidas en disposiciones legales que delimitan su campo de acción y generan certeza a los gobernados sobre los órganos del Estado que pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica, no es posible considerar que para cumplir con los fines del derecho fundamental garantizado en el artículo 16 constitucional, baste la cita del ordenamiento legal que le otorgue competencia, ya que la organización de la administración pública en nuestro país está encaminada a distribuir las funciones de los órganos que la integren por razón de materia, grado y territorio, a fin de satisfacer los intereses de la colectividad de una manera eficiente; para lo cual, si bien es cierto que en una ley, reglamento, decreto o acuerdo, es en donde por regla general, que admite excepciones, se señala la división de estas atribuciones, no menos cierto lo es que aquéllos están compuestos por diversos numerales, en los que se especifican con claridad y precisión las facultades que a cada autoridad le corresponden.

Entonces, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el citado precepto constitucional, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones.

Ahora bien, por lo que hace al acto impugnado en el presente juicio, se aduce que el mismo es violatorio de los principios de legalidad y seguridad jurídicas a que se ha hecho relación, toda vez que del análisis íntegro del oficio SSP/USSP/0104/2021, de veintisiete de enero de dos mil veintiuno, firmado por la Encargada de la Unidad de Servicios de Seguridad Privada, se aprecia que la autoridad emisora incumplió con la obligación legal de establecer debidamente el dispositivo en el que se encuentra conferida su facultad para dictar el acto de molestia al particular, ya que como puede verse de los mismos hace referencia entre otros  numerales, los dispositivos 1º, 5º, fracción VII, 6 y 7, fracción XIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí así como de los diversos 1º, 9º, fracción I, 11, 12, 13, 14, 16, 22, 35, fracción I, y 47 de la Ley de Servicios de Seguridad Privada para el Estado de San Luis Potosí; sin embargo, con la cita de dichos preceptos no cumple a cabalidad la obligación de fundar debidamente la competencia material atribuida a la entidad que representa.

Para comprensión de lo anterior, se transcriben los dispositivos referidos:
REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
“ARTÍCULO 1.- Las disposiciones del presente ordenamiento, son de orden público y de interés social, y tienen por objeto establecer la estructura, organización y funcionamiento de la Secretaría, Direcciones y unidades administrativas que la integran, distribuyendo, para tal efecto, las atribuciones y obligaciones a cada una de ellas.”

“ARTÍCULO 5.- La Secretaría para el ejercicio de las funciones y despacho de los asuntos de su competencia, contará con los servidores públicos, direcciones y unidades administrativas siguientes:
...

VII.- Las demás Direcciones y Unidades Administrativas que de acuerdo con sus funciones se requieran.”

“ARTÍCULO 6.- El trámite y resolución de los asuntos de la competencia de la Secretaría, corresponde al Secretario, así como la representación de la misma. Las direcciones y unidades administrativas ejercerán las facultades que les asigne la Ley, el presente Reglamento y las que les delegue el Titular de la Secretaría, sin perjuicio de que el mismo Secretario pueda asumir el ejercicio de tales facultades, en forma directa, cuando lo juzgue conveniente.

Los servidores públicos que ocupen la titularidad de las direcciones y unidades administrativas en la Secretaría tendrán el carácter de personal de confianza en los términos de la legislación aplicable y estarán obligados a guardar estricta reserva y confidencialidad sobre los asuntos de su respectiva competencia.”
“ARTÍCULO 7.- Para el cumplimiento de sus funciones el Secretario tendrá además de las atribuciones previstas en artículo 41 Quater de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, las siguientes:
...

XIII. Ejercer las atribuciones conferidas en las disposiciones jurídicas relativas a la prestación de servicios de seguridad privada;
...”

LEY DE SERVICIOS DE SEGURIDAD PRIVADA PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTICULO 1°. Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés social y de observancia general en el Estado; tiene por objeto regular la prestación de servicios de seguridad privada que podrán ser prestados por personas físicas o morales, en las modalidades previstas en este ordenamiento, y su reglamento.

Los servicios se prestarán tomando en cuenta los principios de integridad y dignidad; protección y trato correcto a las personas, evitando en todo momento arbitrariedades y violencia, actuando en congruencia y proporcionalidad en la utilización de sus facultades y medios disponibles.”

“ARTICULO 9°. Los servicios de seguridad privada sólo podrán prestarse en las modalidades siguientes:

I. Protección y vigilancia de personas, o bienes;
...”

“ARTICULO 11. Corresponde al Ejecutivo, a través de la Secretaría, autorizar el funcionamiento de los prestadores de servicios de seguridad privada, y ordenar su registro ante la misma.

Dicha autorización se ejercerá por conducto del Secretario, y será requisito indispensable para la prestación de los servicios de seguridad privada en todo el territorio de la Entidad.”
“ARTICULO 12. La Secretaría, además de las facultades que señala la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, tendrá las siguientes facultades en materia de seguridad privada:

I. Emitir la autorización para prestar servicios de seguridad privada en el Estado y, en su caso, revalidar, revocar, modificar o suspender dicha autorización, en los términos previstos en la presente Ley y su Reglamento;

II. Ejercer el control y la supervisión de los prestadores de servicios de seguridad privada;

III. Realizar visitas de verificación a los prestadores del servicio, a fin de comprobar el cumplimiento de esta Ley, su Reglamento, y demás disposiciones aplicables;
IV. Comprobar que el personal operativo se encuentre debidamente capacitado, así como concertar con el prestador de servicios, la instrumentación y modificación de sus planes y programas de capacitación y adiestramiento;

V. Determinar las sanciones que procedan, por el incumplimiento  de las disposiciones previstas en esta Ley y su Reglamento;

VI. Expedir a costa del prestador de servicios, la cédula de identificación del personal operativo, misma que será de uso obligatorio;

VII. Llevar a cabo el Registro Estatal de Empresas, Personal y Equipo de Seguridad Privada, y publicar anualmente listado de las empresas que hayan cumplido los requisitos de inicio de actividades, o refrendo;

VIII. Realizar, previa solicitud y pago de derechos correspondiente, las consultas de antecedentes policiales en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, y en el Registro Estatal, respecto del personal operativo con que cuentan los prestadores de servicios;

IX. Atender y dar seguimiento a las quejas que interponga la ciudadanía en general, en contra del prestador de servicios;

X. Denunciar, en coordinación con las instancias competentes de la Secretaría, los hechos que pudieran constituir algún delito, del que se tuviera conocimiento con motivo del ejercicio de las atribuciones que le confiere la presente Ley;

XI. Concertar con el prestador de servicios, instituciones educativas, asociaciones de empresarios y demás instancias relacionadas directa, o indirectamente, con la prestación de servicios de seguridad privada, la celebración de reuniones periódicas, con el propósito de coordinar sus esfuerzos en la materia, analizar e intercambiar opiniones en relación con las acciones y programas relativos, así como evaluar y dar seguimiento a las mismas;

XII. Vigilar y verificar las acciones de las personas físicas o morales que presten servicios de seguridad privada; sus sistemas de operación; programas de selección, formación, capacitación y adiestramiento de personal; uso apropiado de arma de fuego, equipo y vehículos;

XIII. Imponer las sanciones previstas en la presente Ley y su Reglamento, en materia de servicios de seguridad privada, y

XIV. Las demás que le confiere esta Ley, su Reglamento, y la normatividad aplicable.”

“ARTICULO 13. Para el adecuado y eficaz cumplimiento de sus funciones, el titular de la Secretaría tendrá la facultad de delegar en sus subalternos las facultades operativas establecidas en ésta Ley y su Reglamento.”

“ARTICULO 14. Las personas físicas y morales que tengan interés en prestar los servicios de seguridad privada, además de la solicitud respectiva, deberán reunir los requisitos siguientes para la licencia de funcionamiento inicial:

I. Nombre o denominación social; establecerán en el mismo, domicilio para oír y recibir notificaciones dentro del Estado de San Luis Potosí;
II. Exposición de motivos para la prestación de servicios de seguridad privada;

III. Objeto social;

IV. Acta constitutiva de la sociedad si es persona moral; si se trata de persona física, acta de nacimiento;

V. Tratándose de personas morales, instrumento jurídico que lo acredite como representante legal;

VI. Domicilio legal;

VII. Ambito territorial de la prestación del servicio;

VIII. Descripción de los servicios de seguridad materia de la solicitud;

IX. Datos generales del solicitante, antecedentes en el servicio, estudios, experiencia, y todo lo tendiente a vincular sus labores con lo solicitado;

X. Cédula del Registro Federal de Contribuyentes expedida por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

XI. Documentación de los socios, personal administrativo y operativo, conforme a lo que establezca

el Reglamento de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en materia de servicios de seguridad privada de San Luis Potosí;

XII. Otorgar fianza en efectivo o póliza dependiendo del tipo de servicio y según montos que establezca el Reglamento, misma que se deberá depositar en la Secretaría de Finanzas, a efecto de obligarse subsidiaria y solidariamente, por los daños y perjuicios que cause su personal al prestar servicios de seguridad privada;

XIII. El personal operativo que contraten deberá cumplir cuando menos con los siguientes requisitos:

a) Ser mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles.

b) En su caso, haber cumplido o estar cumpliendo con su servicio militar nacional.

c) Ser de notoria buena conducta, y no haber sido condenado con sentencia por delito doloso, ni estar sujeto a proceso penal; lo que se comprobará con carta de no antecedentes penales.

d) No hacer uso de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

XIV. Inscribir a sus trabajadores al IMSS o al régimen de seguridad social que les corresponda, y

XV. Los demás requisitos que señale el Reglamento respectivo.

El solicitante deberá exhibir los documentos públicos y privados que acrediten el cumplimiento de los requisitos establecidos en esta Ley, y demás disposiciones aplicables.”

“ARTICULO 16. Si el peticionario no cumple con exactitud la totalidad de los requisitos señalados en los artículos 14 y 15 de este Ordenamiento, la Secretaría lo prevendrá para que en plazo improrrogable de cinco días hábiles a partir de la notificación, subsane las omisiones o deficiencias que, en su caso, presente la solicitud; transcurrido dicho termino sin que el interesado haya cubierto las omisiones o deficiencias, la solicitud será desechada.”

“ARTICULO 22. El Secretario en todo tiempo podrá negar, suspender, revalidar o no, total o parcialmente una autorización, cuando se contravengan el orden y el interés público, o cuando el particular autorizado no haya cumplido las obligaciones que le impone esta Ley, su reglamento o la autorización respectiva.

Ante la resolución de sanción, negativa, suspensión, revalidar o no, se admitirá el recurso de revisión en los términos que al efecto establezca el presente ordenamiento y su reglamento.

La autorización para prestación de servicios de seguridad privada, su negativa, renovación, suspensión, revalidar o no, será publicada en el Periódico Oficial del Estado, y en el diario local de mayor circulación en la Entidad, y dentro de los diez días del mes siguiente a aquél en que se dicte la resolución respectiva, a cuenta del solicitante.”

“ARTICULO 35. Tienen prohibido los prestadores de servicios de seguridad privada:

I. Prestar los servicios de seguridad y vigilancia si no cuentan con la autorización de funcionamiento;

...”

“ARTÍCULO 47. A quienes ofrezcan al público o presten servicios de los regulados por esta Ley, sin contar con la autorización correspondiente, se les impondrá multa de cinco mil hasta diez mil veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente.

En caso de reincidencia se duplicará la multa, y quedará impedido para prestar los servicios a que se refiere la presente Ley.”

De las disposiciones contenidas en el primero de los ordenamientos citados se desprende que en dicha normativa se establece la estructura, organización y funcionamiento de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, definiéndose las direcciones y unidades administrativas que la integran, distribuyendo, las atribuciones y obligaciones a cada una de ellas compete, además se precisa que el trámite y resolución de los asuntos corresponde originalmente al Secretario y que las direcciones y unidades administrativas ejercerán las facultades que les asigne la Ley, el Reglamento y las que les delegue el Titular, disponiéndose además que el Secretario ejercerá las conferidas en las disposiciones jurídicas relativas a la prestación de servicios de seguridad privada.

Por su parte, de las disposiciones contenidas en el segundo de los ordenamientos invocados se desprende que las mismas regulan la prestación de servicios de seguridad privada que podrán ser prestados por personas físicas o morales, en las modalidades previstas en ese ordenamiento, define las modalidades en que podrá prestarse los servicios de seguridad privada, establece que a través de la Secretaría, se autorizará autorizar el funcionamiento de los prestadores de servicios de seguridad privada y que dicha autorización se ejercerá por conducto del Secretario, así mismo, desarrolla las facultades en materia de seguridad privada que se asignan a la Secretaría, dispone también que el titular de la Secretaría tendrá la facultad de delegar en sus subalternos las facultades operativas establecidas en la Ley, se informa de los requisitos que deberán reunir para obtener la licencia de funcionamiento inicial, además de establecer la facultad de prevenir al solicitante de una licencia inicial en el caso de que no cubra con los requisitos de su solicitud, previendo también las causas para desechar el trámite relativo. 
Sin embargo como ya se dijo, de los dispositivos en cita no contienen referencia concreta a la facultad de la emisora del acto aquí impugnado, contenido en el oficio SSP/USSP/0104/2021, de veintisiete de enero de dos mil veintiuno, firmado por la Encargada de la Unidad de Servicios de Seguridad Privada, pues si bien se encuentra fundado en los dispositivos 1º, 5º, fracción VII, 6 y 7, fracción XIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí así como de los diversos 1º, 9º, fracción I, 11, 12, 13, 14, 16, 22, 35, fracción I, y 47 de la Ley de Servicios de Seguridad Privada para el Estado de San Luis Potosí; empero de ninguno de dichos dispositivos se desprende la existencia material y formal de la Unidad de Servicios de Seguridad Privada, aunado a que de los preceptos invocados no se concreta el que cuente con la atribución para la emisión del oficio impugnado, sin que implique desconocimiento de las facultades conferidas a dicha Titular, que en el ámbito de una eventual delegación de atribuciones le hubiere sido conferida por la persona servidora pública titular de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, acto que en todo caso debería invocarse en el cuerpo del oficio impugnado, lo que no ocurrió así, pues como se dijo, según los dispositivos aludidos, no se advierte cita de la artículo, fracción, inciso que contenga la atribución de Encargada de la Unidad de Servicios de Seguridad Privada, para emitir el oficio de referencia, lo que implica desatención a la garantía de legalidad y seguridad jurídica, ya que no se brinda la oportunidad al particular, de conocer sobre la base de los dispositivos invocados, que el emisor del acto de molestia fue dictado por autoridad dotada de competencia legal para ello, lo que implica incumplimiento a lo dispuesto por el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En este sentido, resulta aplicable la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, visible en el Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, que dice:
"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria."

De igual manera tienen aplicación a la controversia de referencia el siguiente criterio jurisprudencial:
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder  de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.


Así las cosas, el suscrito Titular de esta Sala Unitaria concluye que el oficio SSP/USSP/0104/2021, de veintisiete de enero de dos mil veintiuno, firmado por la Encargada de la Unidad de Servicios de Seguridad Privada, se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que conforme al estudio realizado se demostró que carece de la debida fundamentación de la competencia, decretándose en consecuencia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código invocado, su NULIDAD e INVALIDEZ, por las razones y motivos expuestos con anterioridad, en virtud de que se ha justificado que la misma fue emitida en contravención al principio de legalidad tutelado por el artículo 16 de la Constitución   Federal.

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer   Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.
C. Efectos.


En el sentido de la decisión adoptada y atendiendo a lo dispuesto por el  primer párrafo del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que se ha resuelto dejar sin efecto el acto impugnado, debiendo la autoridad demandada restituir al actor en los derechos que le fueron indebidamente afectados, esto es, para el efecto de que la autoridad demandada emita una nueva resolución en respuesta a la solicitud formulada por la accionante, en la que subsane la irregularidad, para lo cual deberá aportar la debida fundamentación y motivación en que se sustente, atendiendo a las consideraciones expuestas en la presente sentencia, y de conformidad con el precepto Constitucional invocado.


Sirven de apoyo a lo anterior las tesis de jurisprudencia que a continuación se transcriben:

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS. En términos de lo dispuesto por los artículos 238 y 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias del Tribunal Fiscal de la Federación pueden declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado o para efectos. La nulidad lisa y llana, que se deriva de las fracciones I y IV del artículo 238 invocado, se actualiza cuando existe incompetencia de la autoridad, que puede suscitarse tanto en la resolución impugnada como en el procedimiento del que deriva; y cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las debidas. En ambos casos, implica, en principio, que la Sala Fiscal realizó el examen de fondo de la controversia. En cambio, las hipótesis previstas en las fracciones II, III y V del precepto legal de que se trata, conllevan a determinar la nulidad para efectos, al establecer vicios formales que contrarían el principio de legalidad, pero mientras que la fracción II se refiere a la omisión de formalidades en la resolución administrativa impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación en su caso, la fracción III contempla los vicios en el procedimiento del cual derivó dicha resolución, vicios que bien pueden implicar también la omisión de formalidades establecidas en las leyes, violatorias de las garantías de legalidad, pero que se actualizaron en el procedimiento, es decir, en los antecedentes o presupuestos de la resolución impugnada. En el caso de la fracción V, que se refiere a lo que la doctrina reconoce como "desvío de poder", la sentencia tendrá dos pronunciamientos, por una parte implica el reconocimiento de validez del proveído sancionado y por otra supone la anulación del proveído sólo en cuanto a la cuantificación de la multa que fue realizada con abuso de poder, por lo que la autoridad puede imponer un nuevo proveído imponiendo una nueva sanción. Así, de actualizarse los supuestos previstos en las fracciones I y IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, que implica el estudio de fondo del asunto, la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad; en cambio, si se trata de los casos contenidos en las fracciones II y III y en su caso V del artículo en comento, que contemplan violaciones de carácter formal, la nulidad debe ser para efectos, la cual no impide que la autoridad pueda ejercer nuevamente sus facultades, subsanando las irregularidades y dentro del término que para el ejercicio de dichas facultades establece la ley.”

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción II, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del oficio SSP/USSP/0104/2021, de veintisiete de enero de dos mil veintiuno, firmado por la Encargada de la Unidad de Servicios de Seguridad Privada; por lo que se les deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el último Considerando de este fallo.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por buzón electrónico a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40, Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Novena Época, Registro: 170827, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 218/2007, Página:   154


      �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Articulo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”





� Novena Época, Registro: 194664, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  IX, Febrero de 1999, , Materia(s): Administrativa, Tesis: VIII.2o. J/24, Página:   455


� Época: Novena Época, Registro: 195590, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, Septiembre de 1998, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 67/98 , Página: 358





